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Corte Constitucional
	 
          

       COMUNICADO No. 12
            Abril 9 de 2014

 


La Corte Constitucional reafirmó el carácter de vicio material de la extralimitación en que puede incurrir el Ejecutivo en el ejercicio de facultades extraordinarias legislativas y por tanto, la acción de inconstitucionalidad no está sujeta al término de caducidad previsto en el artículo 242 de la Carta Política. En el caso concreto del art. 166 del Decreto Ley 019 de 2012, no se presentó dicha extralimitación 

	  III.  EXPEDIENTE D-9834    -   SENTENCIA C-235/14  (Abril 9)
        M.P. Gabriel Eduardo Mendoza Martelo


1.
Norma acusada

DECRETO 019 DE 2012

(Enero 10)

Por el cual se dictan normas para suprimir o reformar regulaciones, procedimientos y trámites innecesarios existentes en la Administración Pública
ARTICULO 166. DEL REGISTRO ÚNICO EMPRESARIAL Y SOCIAL. Al Registro Único Empresarial (RUE) de que trata el artículo 11 de la Ley 590 de 2000, que integró el Registro Mercantil y el Registro Único de Proponentes, se incorporarán e integrarán las operaciones del Registro de Entidades sin Ánimo de Lucro creado por el Decreto 2150 de 1995, del Registro Nacional Público de las personas naturales y jurídicas que ejerzan la actividad de vendedores de Juegos de Suerte y Azar de que trata la Ley 643 de 2001, del Registro Público de Veedurías Ciudadanas de que trata la Ley 850 de 2003, del Registro Nacional de Turismo de que trata la Ley 1101 de 2006, del Registro de Entidades Extranjeras de Derecho Privado sin Ánimo de Lucro con domicilio en el exterior que establezcan negocios permanentes en Colombia de que trata el Decreto 2893 de 2011, Y del Registro de la Economía Solidaria de que trata la Ley 454 de 1998, que en lo sucesivo se denominará Registro Único Empresarial y Social –RUES-, el cual será administrado por las Cámaras de Comercio atendiendo a criterios de eficiencia, economía y buena fe, para brindar al Estado, a la sociedad en general, a los empresarios, a los contratistas, a las entidades de economía solidaria y a las entidades sin ánimo de lucro una herramienta confiable de información unificada tanto en el orden nacional como en el internacional. 
Con el objeto de mantener la actualización del registro y garantizar la eficacia del mismo, la inscripción en los registros que integran el Registro Único Empresarial y Social, y el titular del registro renovará anualmente dentro de los tres primeros meses de cada año. El organismo que ejerza el control y vigilancia de las cámaras de comercio establecerá los formatos y la información requerida para inscripción en el registro y la renovación de la misma. Los registros mercantil y de proponentes continuarán renovándose de acuerdo con las reglas vigentes. 

El organismo que ejerza el control y vigilancia de las cámaras de comercio regulará la integración e implementación del Registro Único Empresarial y Social, garantizando que, específicamente, se reduzcan los trámites, requisitos e información a cargo de todos los usuarios de los registros públicos y que todas las gestiones se puedan adelantar, además, por internet y otras formas electrónicas. La regulación que realice la autoridad competente deberá, en todo caso, hacerse en armonía con las disposiciones estatutarias y con las contenidas en códigos, respecto de los registros de que trata el presente artículo. 
Los derechos por la prestación de los servicios registrales serán los previstos por la ley para el registro mercantil, el registro único de proponentes y el registro de entidades sin ánimo de lucro, según el caso. Las Cámaras de Comercio no podrán cobrar derechos de inscripción y renovación sobre los registros que se le trasladan en virtud del presente decreto-ley y que a la vigencia del mismo no los causan. 

Los ingresos provenientes de los registros públicos y los bienes adquiridos con éstos, continuarán afectos a las funciones atribuidas a las Cámaras de Comercio por la ley o por el Gobierno Nacional en aplicación del numeral 12 del artículo 86 del Código de Comercio. En ningún caso los recursos de origen público podrán destinarse para sufragar operaciones o gastos privados de las Cámaras de Comercio. Los registros públicos que se le trasladan a las Cámaras de Comercio serán asumidos por éstas a partir del primero (1°) de marzo de 2012.

2.
Decisión 
Declarar EXEQUIBLE por el cargo analizado, la expresión demandada del inciso segundo del artículo 166 del Decreto Ley 019 de 2012. 
3.
Síntesis de los fundamentos

El problema jurídico analizado por la Corte en esta oportunidad, consistió en establecer si el Presidente de la República había excedido el ámbito de las facultades extraordinarias conferidas por la Ley 1474 de 2011, en razón a que fueron concedidas para suprimir o reformar regulaciones, procedimientos y trámites innecesarios e inexistentes en la Administración Pública y no para crear nuevos trámites, como lo aduce el actor respecto del Registro Único Empresarial para personas sin ánimo de lucro. De manera preliminar, la Corte reiteró que la extralimitación en el ejercicio de facultades legislativas extraordinarias concedidas al Ejecutivo, configura un vicio de naturaleza material por infracción directa del artículo 150.10 de la Constitución y por ende, no existe caducidad de la acción de inconstitucionalidad por este motivo prevista en el artículo 242 de la Carta para las demandas por vicios formales. 

La Corporación consideró que la facultad de reformar, establecida expresamente en el texto del artículo 75, inciso primero del parágrafo 1º de la Ley 1474 de 2011, le permitía a Presidente de la República adoptar la medida de renovar en las cámaras de comercio, los registros de personas jurídicas sin ánimo de lucro. Para la Corte, el alcance de la prerrogativa conferida al legislador delegado, implica también atender las finalidades de la autorización para expedir normas con fuerza de ley. En este caso, la Corporación estimó que revisados los móviles que inspiraron la expedición de la Ley 1474 de 2011, ocupa un lugar importante el de lograr la “efectividad del control de la gestión pública” lo cual se materializa con medidas que tiendan a lograr eficiencia y transparencia en aras de un mejor servicio al ciudadano. Tal acontece con la renovación y consecuente actualización de la información de personas jurídicas cuyo actuar en el contexto social, no solo tiene incidencia económica y social, sino que puede comprometer derechos tan importantes para los asociados y particularmente para terceros como lo son, el derecho a la educación, el derecho al trabajo y el derecho a la propiedad entre otros. Adicionalmente, el Tribunal Constitucional estimó que la medida adoptada por el legislador delegado, contribuye a realizar el derecho a la información con todas las consecuencias deseables que ello comporta. Por estas razones, el cargo de inconstitucionalidad no estaba llamado a prosperar.

4.
Salvamentos de voto

Los magistrados Mauricio González Cuervo y Luis Guillermo Guerrero Pérez  se apartaron de la anterior decisión, por cuanto, en su concepto, la Corte ha debido inhibirse de proferir un fallo de fondo sobre la presente demanda, en razón de haber operado el fenómeno de caducidad, toda vez que al momento de su presentación ya había transcurrido más de un año desde la publicación del Decreto Ley 019 de 2012. A su juicio, contrario a lo que ha sostenido la Corte, la extralimitación en el ejercicio de las facultades legislativas extraordinarias constituye un vicio de forma, sometido al plazo de un año para formular una demanda de inconstitucionalidad con fundamento en esta irregularidad.

En su concepto, el cuestionamiento planteado por extralimitación en el desarrollo de  facultades extraordinarias alude a una de las modalidades de vicios de forma, esto es, a un vicio de competencia. Observaron que el control de constitucionalidad que se realiza al ejercicio de tales facultades no comporta un control de orden material, en la medida en que no se realiza una confrontación de la norma demandada con la Constitución sino con la ley habilitante, para determinar si la disposición con fuerza ley excede el ámbito de competencia delegado por el legislador en cabeza del ejecutivo. A lo anterior, se agrega que de manera contradictoria, es la misma Corte la que ha determinado que los vicios de competencia tienen naturaleza formal -así se califique de orden sustancial- con ocasión del control de constitucionalidad de los actos reformatorios de la Constitución, mientras que en el caso de los decretos leyes, el vicio de competencia, también de orden sustancial, se considere como una regularidad de orden material,  para efecto de no aplicar el plazo de caducidad de la acción de inconstitucionalidad. 

De igual manera, el magistrado Alberto Rojas Ríos manifestó su salvamento de voto por cuanto, si bien en acatamiento de la línea sostenida por la jurisprudencia constitucional era viable un pronunciamiento de fondo sobre la presente demanda, consideró que el Presidente de la República sí incurrió en un desbordamiento en el ejercicio de las facultades extraordinarias conferidas por el Congreso mediante el artículo 75 de Ley 1474 de 2011. En su concepto, la implementación de la obligación de las entidades de economía solidaria de renovar los registros en forma anual constituye un nuevo trámite que no estaba contemplado con anterioridad y, que por tanto, no constituye una variación o supresión de un trámite, sino la implementación de uno nuevo, cuestión para la cual no estaba habilitado el legislador delegado. Observó que la obligación de actualización anual del registro constituye una carga completamente diferente a la existente  para tales entidades, que tiene implicaciones de carácter administrativo y pecuniarias independientes. En ningún momento el Congreso facultó al Gobierno para crear nuevas obligaciones, trámites o procedimientos, sino que únicamente le permitió suprimir o reestructurar los existentes a efectos de deshacerse de los que resultaban innecesarios para el funcionamiento estatal.
Advirtió, que la potestad legislativa extraordinaria, al estar fundamentada en la conveniencia que se deriva de su ejercicio y no seguir con rigor los procedimientos democráticos ordinarios, debe ser concebida como una competencia de carácter esencialmente excepcional que se encuentra circunscrita al contenido material que el legislador le ha conferido, esto es, está limitada a las materias que expresa y precisamente le fueron delegadas por el legislador ordinario, sin que le sea admisible expedir normas que regulen materias para las que no ha sido autorizado, pues estos temas deben ser concebidos como unos que el legislador ordinario decidió reservarse para regular personalmente.
Por estas razones y a diferencia de lo considerado por la mayoría, el magistrado Rojas Ríos concluyó que la norma acusada contempla una obligación que sólo es inconstitucional bajo el supuesto en que le es aplicada a las entidades de economía solidaria. En los demás casos, como cuando se aplica a las entidades que eran objeto del registro mercantil o del registro único de proponentes, se evidencia que la norma se ajusta a la Constitución, pues no está creando una disposición normativa nueva, sino que simplemente está modificando las existentes. Por consiguiente, consideró que en el presente caso, la Corte debió haber tomado una decisión que tuviera en cuenta estos argumentos y declarará la exequibilidad condicionada de la norma atacada, bajo el entendido de que la obligación de actualización del registro contemplado en dicho artículo no puede aplicar para las entidades de economía solidaria, las cuales, no contaban previamente con esta obligación.
LUIS ERNESTO VARGAS SILVA

Presidente 

